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PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LA FRACCIÓN II DEL ARTICULO 41 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, QUE PRESENTA LA SEN. SARA CASTELLANOS CORTES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO.
H. Cámara de Senadores de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión:

Jorge Emilio González Martínez, Verónica Velasco Rodríguez, Sara Isabel Castellanos Cortés, Emilia Patricia Gómez Bravo, Paulina Ayala Morán, senadores de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71 fracción II, y 72 y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; solicitamos se turne a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cámara de Senadores de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley: 

Exposición de Motivos

Los partidos políticos en México, como entidades de interés público a las que se refiere el artículo 41 Constitucional en su fracción I, gozan de prerrogativas fijas y determinadas que la ley secundaria regula, entre las cuales resulta de mayor importancia la del financiamiento público que se les asigna por el Instituto Federal Electoral. Ello no implica que se les imposibilite para gozar de otro tipo de prerrogativas que, de igual o más importancia que las actuales, requieran los partidos para desarrollarse eficientemente, y que responden a inquietudes de grupo o fracción en particular, sino que se adoptan en el texto normativo lo que en la realidad sucede.

El Poder revisor de la Constitución quiso que tales organizaciones políticas gozaran de los beneficios que conlleva su calidad y representación popular, y que conforme a las disposiciones legales de la materia, contribuyan con el Estado para la realización de fines específicos, señalados en los términos del párrafo segundo de la fracción I del precepto constitucional anteriormente indicado, y con la renovación de los titulares de los cargos de elección popular.

El sistema adoptado por nuestra Constitución permite que determinados cargos de importancia para la estructuración, diseño y ejecución de las políticas del Estado sean ocupados por personas en las que la ciudadanía deposita su confianza; por los que son postulados por un determinado partido político y contribuyen a fijar las líneas de acción inmediatas más importantes en diversos cargos de elección popular (como el de Presidente de la República) o bien, por lo que el marco legal para que las autoridades ejecutoras dirijan su actividad en un orden previamente determinado para evitar que se excedan en sus facultades y con ello afecten a la ciudadanía.

La actual dinámica del movimiento social y sobre todo, la del político-electoral, permite que las instituciones públicas vayan perfeccionando su marco de actuación y así el medio en el que se desarrollan; pero sólo en la medida y durante el tiempo en que se instrumenten nuevos y mejores métodos de competencia política.

La iniciativa que se presenta está dirigida, por un lado, a consolidar esa inexorable evolución de las instituciones políticas y sus mecanismos, pero también, por el otro, a tratar de que los ya existentes sean más equitativos y generados en mejores condiciones que las actuales, para que los partidos puedan ampliar su actividad política, tanto en forma ordinaria, como durante los procesos electorales.

Para que la participación de todos los partidos políticos que intervienen en la contienda electoral sea equitativa, es necesario que éstos cuenten con recursos suficientes que permitan impulsar las actividades esenciales a sus objetivos, y poder cumplir así con los compromisos que el partido político, como tal, asume.

La más reciente reforma constitucional en este tema, realizada en 1996, trató de solucionar el problema del financiamiento a las organizaciones políticas para que éstas puedan realizar sus actividades; por ello, nuestra Constitución Política, a partir de la mencionada reforma, adopta un sistema por el cual considera preferible el financiamiento público a cualquiera de las modalidades del privado, imponiéndole a éste último las limitantes que la ley secundaria actualmente establece.

Con tal fin, se establecieron en el inciso a) de la fracción II del artículo 41 de la Constitución General de la República, dos principios que regulan el presupuesto público destinado a cada partido político: el primero consiste en darle un trato igualitario a todos los partidos para realizar sus actividades ordinarias; por este principio se le otorga a los partidos un 30% del presupuesto destinado a su financiamiento. El segundo consiste en tomar en cuenta la presencia que tiene el partido político entre la población, y que se refleja en los votos emitidos a favor del mismo en el ámbito nacional, votación que se proyecta en el número de diputados al Congreso del a Unión por cada partido; por medio de este principio se les otorga un 70% del citado presupuesto.

Con la aplicación de los anteriores principios se trató de solucionar el problema del financiamiento a los partidos, pero tal solución adoptada en la práctica, resultó insuficiente.

En la contienda política moderna, hay partidos en fase de consolidación que reflejan las aspiraciones, cada vez más crecientes de grupos, pero ahora minoritarios, que intentan contribuir en la sociedad aportando sus ideas, propuestas y cualidades para beneficio de la misma y constituirse, así, en un partido político con presencia real entre la población. Esto no debe ser ningún obstáculo para que estas fuerzas puedan participar en la arena política con su experiencia y así hacer valer los postulados que sus programas ofrecen.

Tratar a estos partidos en expansión como minoritarios en todos los aspectos, sobre todo en la toma de decisiones y, por consiguiente, en la distribución del presupuesto, implica una discriminación de su presencia como fuerza política, y también la del electorado que por medio de su voto ha manifestado su simpatía a favor de estas organizaciones con cuyos objetivos coincide. Porque a estos partidos se les debe dar una adecuada ubicación equitativa dentro de la lucha partidista, independientemente de su tamaño y naturaleza "pequeña", por ser corrientes políticas capaces de participar en el cambio social y aportar ideas que representan y dan importancia al electorado, que emitió su voto.

Ahora bien, tratando por igual en comparación con los partidos tradicionales, sería inequitativo para las otras fuerzas políticas, debido a la presencia que tienen en el Congreso, y que refleja la preferencia que los electores mantienen respecto al proyecto político que ofrecen, por lo que es necesario equiparar a todos los partidos políticos que intervienen en el escenario político, pero también, diferenciarlos en cuanto a la presencia que los mismos tienen en relación con los electores.

No negamos que este último aspecto sea importante para fijar el presupuesto que a cada partido le corresponde, pero tampoco coincidimos con el tratamiento que actualmente se le da, en el sentido de que acentúa más la presencia que tienen los partidos con sus diputados en el Congreso, porque las causas que originan esa presencia es la actividad política ordinaria fuera del período de elecciones.

No obstante, dejar de atender las causas originarias del movimiento social, para acentuar los efectos, resulta totalmente incongruente, lo que, por medio de la presente iniciativa, se trata de evitar.

Es también cierto que las actuales condiciones de la economía nacional requieren disminuir la carga presupuestal a los contribuyentes en todos los ámbitos de la vida pública; por ello, el gasto público en materia electoral debe reducirse, pero esta disminución no debe darse en detrimento del incipiente sistema de partidos con el que cuenta México; el nuevo escenario político de nuestro país requiere la consolidación de los partidos políticos, y que esta consolidación se dé basándose en la decisión de los electores y no de las cúpulas partidistas.

Las mexicanos y mexicanos no sólo debemos congratularnos por la efectividad de sufragio y por la alternancia, sino también por la pluralidad democrática de nuestro sistema político; si las tendencias políticas de nuestro tiempo demuestran que aquellas democracias que se cierran a la participación y representación de diversas expresiones políticas resultan más vulnerables al escrutinio de las urnas y de la opinión pública internacional; por eso, es importante resaltar que allí es donde está la vitalidad de nuestro sistema democrático; en la pluralidad, no sólo de partidos, sino en la de la expresión de las más grandes prioridades nacionales. Sería un error muy grave intentar cerrar esta expresión política para transformar a nuestro sistema político en uno biopartidista.

La experiencia internacional demuestra que las democracias plurales, como las europeas, son más eficaces en la satisfacción de las expectativas sociales y mucho más confiables en cuanto al resultado de sus contiendas políticas; en contraste, el bipartidismo ha demostrado su obsolescencia al ser poco confiable, no sólo por los bajos niveles de participación ciudadana en los procesos electorales, sino también por su vulnerabilidad en la cuenta de los votos y la asignación de responsabilidades públicas.

Por ello, insistimos que se debe fortalecer la pluralidad de nuestro sistema. La presente iniciativa sugiere que permanezcan los porcentajes destinados al principio igualitario de financiamiento de los partidos políticos un 30% del presupuesto y el 70% restante destinarlo con base en la presencia que el partido político tenga con sus diputados en el Congreso de la Unión; confiriendo el derecho a los partidos políticos al financiamiento siempre y cuando hayan participando en una elección federal y hayan obtenido por sí mismos, y no en virtud de una coalición, cuando menos el 2% de la votación nacional emitida en la elección de diputados inmediata anterior; confiriendo a aquellos partidos que no hayan participado en elecciones federales y obtenido dicho porcentaje únicamente el 2% del total del presupuesto anual destinado al financiamiento de los partidos políticos.

De otra forma, se estaría dando la posibilidad, a organizaciones poco confiables y que no han demostrado su real presencia entre el electorado, el acceso a una fuerte participación del presupuesto público sin siquiera haber demostrado la eficacia y valor de sus propuestas políticas.

Así las cosas, la distribución del financiamiento debe concentrarse más en la parte igualitaria que le corresponde a cada partido, que en aquella otra derivada del porcentaje de votos que se hubieren obtenido en la elección inmediata anterior, tal como lo establecen la Constitución en su artículo 41, fracción II, inciso a), y su ley reglamentaria, el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en su artículo 49, párrafo 7, inciso a).

En igual sentido proponemos que las reglas del financiamiento público de los partidos políticos sean parte de las facultades del legislador ordinario y que éstas no se establezcan en la constitución, ya que por el principio de rigidez para la reforma constitucional de nuestro sistema, y dadas las actuales condiciones políticas, esta situación impide la adecuación de las normas de competencia política equitativa con la celeridad que la realidad reclama.

Por último, proponemos en la presente iniciativa, que la determinación del presupuesto de los partidos políticos se establezca de una forma más objetiva y que se tome en cuenta el salario mínimo y sus incrementos anuales, así como las listas nominales de electores, más el costo de las campañas políticas, para fijar las asignaciones presupuestarias a los partidos políticos.

El sistema que proponemos satisface adecuadamente las aspiraciones de un sistema político plural e incluyente; pero da prioridad a que la consolidación de los partidos políticos se de en función de su verdadera presencia entre los electores y no en la del acceso a recursos económicos que no han demostrado merecer, en detrimento de otras prioridades nacionales.

Por ello, respetuosamente, los diputados integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, no permitimos someter a esta Honorable Cámara de Senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, la presente iniciativa de:

DECRETO mediante el cual se reforma y se adiciona con un párrafo segundo el inciso a) de la fracción II del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTICULO PRIMERO.- Se reforma y adiciona con un párrafo segundo el inciso a) de la fracción II del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 41.- …

II.- …

a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará anualmente, de conformidad con lo dispuesto por la ley. El 30 por ciento de la cantidad total que resulte de acuerdo con lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma igualitaria y el 70 por ciento restante se distribuirá entre los mismos de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior.

Los partidos políticos que no hayan obtenido por sí mismos en una elección federal cuando menos el 2 por ciento de la votación nacional emitida, tendrán derecho a participar del financiamiento público sólo hasta un monto de 2 por ciento del total del presupuesto destinado para tal fin.

TRANSITORIO
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los cinco días del mes de diciembre del año 2000.

DECRETO mediante el cual se reforman las fracciones I, II, y III; y se derogan las fracciones IV, y V, del inciso a) del párrafo séptimo del artículo 49 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

ARTICULO UNICO.- Se reforman las fracciones I, II; y III; y se derogan las fracciones IV; y V, del inciso a) del párrafo séptimo del artículo 49 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, para quedar como sigue:

Artículo 49.- 

1 a 6 …

7. …

a) Para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes:

I. El Consejo General del Instituto Federal Electoral determinará anualmente, con base en el proyecto que le presente el Consejero Presidente, el monto de la partida presupuestal destinada al financiamiento ordinario de los partidos políticos, para ser incluida en su proyecto de presupuesto de egresos que debe ser aprobado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

II. Para determinar el monto presupuestal a que se refiere este artículo, se multiplicará el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal por 0.75, y el resultado, a su vez, se multiplicará por el número de ciudadanos registrados en la lista nominal de electores aprobada para la elección ordinaria inmediata anterior.

III. La cantidad que resulte de las operaciones aritméticas señaladas en la fracción anterior determinará, en pesos mexicanos, el financiamiento público anual de los partidos políticos por sus actividades ordinarias permanentes y se distribuirá de la siguiente manera:

- El 30% de la cantidad total que resulte, se otorgará en forma igualitaria a los partidos políticos con representación en el Congreso de la Unión.

- El 70% restante se distribuirá de acuerdo al porcentaje de la votación nacional emitida que haya obtenido cada partido político con representación en el Congreso de la Unión, en la elección de diputados inmediata anterior.

- Los partidos políticos que no hayan obtenido por sí mismos en una elección federal cuando menos el 2% de la votación nacional emitida, tendrán derecho a participar del financiamiento público sólo hasta un monto de 2% del total del presupuesto destinado para tal fin.

IV. Se deroga.

V. Se deroga.

TRANSITORIO
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los cinco días del mes de diciembre del año 2000.

Senador Jorge Emilio González Martínez, Senadora Verónica Velasco Rodríguez, Senadora Sara Isabel Castellanos Cortés, Senadora Paulina Ayala Morán, Senadora Emilia Patricia Gómez Bravo.
